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         Causa nº 54.803 
1
“F., J. C. M.



s/recurso de Casación”



       En la ciudad de La Plata a los ocho días del mes de noviembre del año dos mil doce, se reúnen en Acuerdo Ordinario los señores Jueces de la Sala Cuarta del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores Carlos Ángel Natiello y Mario Eduardo Kohan, bajo la Presidencia del primero de los nombrados, para resolver en causa N° 54.803 de este Tribunal, caratulada "F., J. C. M. s/ recurso de Casación". Practicado el sorteo de ley, resultó que en la votación debía observarse el orden siguiente: KOHAN - NATIELLO, procediendo los mencionados magistrados al estudio de los siguientes:
A N T E C E D E N T E S


I.- Llegan los autos a consideración del Tribunal como consecuencia del recurso de casación deducido por el defensor particular, Dr. Héctor Aníbal Zamora, contra la sentencia por la que el Tribunal Oral en lo Criminal nº 1 del Departamento Judicial Dolores condenó en juicio abreviado a J. C. M. F. a la pena de cuatro años de prisión, multa de quinientos pesos ($ 500), accesorias legales por igual término, con más el pago de las costas del proceso, por haber sido encontrado autor penalmente responsable del delito de tenencia de estupefacientes con fines de comercialización -art. 5, inc. c) Ley 23.737-.


II.- El recurrente alega la inconstitucionalidad del instituto del juicio abreviado -art. 395 del C.P.P.- y solicita que el Tribunal así lo declare, ya que -a su entender- el trámite mencionado vulnera los arts. 1, 16, 18, 28, 33 y 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, como así también los arts. 11, 15 y 161 inc. 1º de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.


En apoyo a su postura aduce que el motivo que llevó a su pupilo a celebrar el juicio abreviado era la posibilidad de recuperar su libertad, ya que hasta ese momento se encontraba en prisión domiciliaria sin salida laboral, y que el mismo no podía esperar a la celebración del juicio oral en el año 2014, por lo que denuncia que la voluntad del mismo se encontraba viciada por cuanto se siente inocente y que en un juicio oral, revestido con todas las garantías constitucionales, otra hubiera sido su situación.


Sostiene que no puede existir renunciamiento a derechos fundamentales, sobre todo ante la situación de desigualdad en la que se encuentra el imputado frente al fiscal, el que amenaza al imputado con solicitar una pena mayor concluido el debate si no acepta los términos del juicio abreviado, y finalmente, que el instituto cuestionado suprime el juicio mismo, requisito indispensable que habilita a los jueces a imponer una pena, lo que contraviene directamente la manda del art. 18 de la CN.- 

III. Concedido y elevado el recurso por el "a quo", se dispuso la radicación en Sala y la notificación a las partes, oportunidad en la que el Sr. Fiscal Adjunto de Casación, Dr. Jorge A. Roldán requirió el rechazo del planteo por no haberse demostrado los vicios que se alegan.

Cumplidos los trámites de rigor y hallándose la causa en estado de dictar sentencia, este Tribunal decidió plantear y votar las siguientes:





C U E S T I O N E S

1ra.) ¿Es admisible el recurso interpuesto?

2da.) ¿Es fundado el mismo?
3ra.) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A la primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Kohan, dijo:

Entiendo que el planteo es admisible pues además de haberse deducido en tiempo y forma, se dirige a cuestionar una sentencia definitiva que, por su carácter condenatorio, genera agravio al imputado y su defensa (arts. 401, 421, 450, 451 y 454 inc. 1º del C.P.P.).

Voto por la afirmativa.

A la misma primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

Adhiero al voto del doctor Kohan en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Voto por la afirmativa.
A la segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Kohan, dijo:
Adelanto que los agravios sustentados por el recurrente no pueden prosperar.

Atento a la entidad del planteo efectuado por el interesado entiendo que resulta oportuno formular algunas breves consideraciones en relación al instituto del juicio abreviado con el fin de poder brindar un debido tratamiento a las distintas cuestiones introducidas por la defensa del imputado.


En primer lugar, es dable destacar que en nuestro medio, a diferencia del régimen procesal nacional, el juicio abreviado no importa allanamiento de la defensa ni requiere confesión o conformidad alguna con los hechos intimados, sino que la conformidad del imputado supone aceptar como adecuada a una hipótesis fáctica -el hecho materia de acusación- la calificación y la pena solicitada por el Fiscal.


Ello surge de la propia letra de la ley procesal -art. 396 "a contrario sensu", reafirmado por el art. 399 del Ritual-, la que se aparta de otros códigos procesales que permiten considerar a la conformidad prestada por el encausado como elemento de cargo, para establecer que la sentencia (que no es -ni puede ser- mera homologación) sólo puede fundarse en la evidencia legítimamente producida durante la I.P.P., con lógica exclusión del acuerdo que, en rigor, no se refiere a los extremos fácticos de la imputación sino a sus consecuencias jurídicas.


Quien acuerda el juicio abreviado sólo renuncia al debate oral y no al juicio previo constitucional (ver Bruzzone, Gustavo "Mito y realidad...", en "Juicio por Jurado en el proceso penal", pág. 100 y ssgtes.) ni a su estado de inocencia y éste, como en cualquier otro caso, sólo puede ser desvirtuado mediante un pronunciamiento jurisdiccional fundado en el análisis racional y lógico de la prueba legalmente incorporada al proceso.


El acuerdo de partes -sobre calificación y pena- no podría obligar al juez a declarar acreditados hechos en contra de la ley ni a prescindir de los principios que gobiernan la valoración de la prueba y el proceso penal de conocimiento no puede prescindir de la "verdad" como concepto limitante que nutre y da vida al sistema de garantías.


De ahí que nuestro ritual exige el dictado de un pronunciamiento que, en lo pertinente, debe observar las disposiciones de los artículos 371 y ssgtes. del Ritual y resolver sobre los extremos de hecho en la forma establecida en los artículos 106, 210 y 373 del C.P.P.. De ahí también que, además, dicho pronunciamiento resulte expresamente recurrible en casación (art. 401 del C.P.P.), sin otro límite que los que derivan de los principios generales de los recursos (v gr. art. 421 del ritual) y de aquellos más específicos que regulan la vía casatoria (v. gr., arts. 448, 450 y 451 del C.P.P.).


De la misma forma en que lo hace la defensa de F., esta figura ha recibido críticas de diversos sectores de la doctrina y la jurisprudencia.


Básicamente se sostiene que la inconstitucionalidad de la figura del juicio abreviado se asienta sobre la base que dicho instituto vulnera el contenido del art. 18 de la CN por cuanto este último exige la existencia de un juicio previo para que resulte válida la imposición de una pena, y que el abreviado no se trata de un juicio en el esquema adoptado, al tiempo que se debe basar en las pruebas reunidas en la instrucción sin control ni intervención de la defensa, lo que implica una violación al principio de inmediación, implicando el retorno a un sistema inquisitivo y que, como consecuencia de ello, el imputado se ve impedido de argumentar sobre el mérito de la prueba reunida durante la instrucción.

En este sentido considero que los argumentos que se erigen en contra del juicio abreviado no resultan convincentes ni suficientes para declarar su inconstitucionalidad.

Todo lo contrario. Se trata de una institución que tiene consecuencias positivas para la más ágil administración de justicia, porque por un lado contribuye a disminuir el caudal de procesos que van a juicio, evitando el colapso de los tribunales, favoreciendo a una salida rápida del proceso a través de la resolución del conflicto, y por otro lado beneficia al imputado porque en muchos casos le resulta comparativamente mucho mas beneficioso y favorable terminar con el estado de incertidumbre rápidamente y a partir de un proceso ágil, todo ello sentado sobre la base del principio de oportunidad procesal.

Resulta ser entonces una nota distintiva el hecho que el acusado, con el debido asesoramiento legal, negocia la calificación y la pena, y que lo hace por propia conveniencia ya que, sin dudas, evalúa entre las posibilidades concretas que se le presentan y opta por una sentencia rápida y un monto de pena siempre menor, ante una posibilidad cierta de condena, por lo que obtiene de dicho trámite una situación ventajosa.

El Dr. Roberto Falcone señala que esta figura se inscribe dentro de lo que se llama legislación de emergencia, con la que se pretende combatir la morosidad judicial descongestionando el número de casos penales a la espera del juicio, y al mismo tiempo, el juicio oral y público se reserva para los casos más trascendentes, evitándole al acusado la pena del banquillo, y convirtiendo de esta manera a la publicidad en un derecho disponible, donde el imputado renuncia a la publicidad del juicio, a interrogar públicamente a los testigos de cargo, o cuestionar también públicamente el fundamento de la acusación (Conf. Falcone, Roberto A. – Madina, Marcelo A., “El proceso penal en la provincia de Buenos Aires”, 2da. edición actualizada y ampliada, Editorial Ad-Hoc, 2007, pp. 485 y ss.).


El autor citado aclara que dadas las características del juicio abreviado donde el imputado presta su conformidad con la calificación del delito y la pena peticionada por la Fiscalía, siendo sometida a la aprobación jurisdiccional, permitiendo al juez rechazar el acuerdo en caso de demostrarse que la voluntad del imputado se encontraba viciada al momento de su aceptación o cuando haya una discrepancia insalvable con la calificación legal aplicada al acuerdo, marca su acentuada filiación con el “patteggiamento” italiano y muy tenue con el “plea bargaining”, y que la renuncia a la publicidad aparece como derecho disponible, evitando en muchos casos la pena del banquillo, debe ser aprobada reconociéndole eficacia a la estrategia acordada por las partes.


En contra de las objeciones señaladas por el impugnante, debo resaltar que no encuentro violación alguna al contenido del art. 18 de la CN, ya que la sentencia –entendida como el “juicio previo”- se dicta inexorablemente en todos los casos de juicio abreviado –conf. Art. 371 del C.P.P.-, por lo que el control de la prueba –evidencias reunidas en la I.P.P. a las que las partes elevan al rango de prueba a raíz de la negociación efectuada- y los hechos, siguen estando en manos de un tercero imparcial, en este caso el Juez, con total independencia de la negociación y voluntad de las partes, por lo que la exigencia constitucional se encuentra cumplida, como así también el requisito de la observancia de la ley previa al hecho del proceso, porque el procedimiento está previsto en el mismo Ritual (En este mismo sentido: Granillo Fernández, Héctor M., Herbel, Gustavo A., “Código de Procedimiento Penal de la Provincia de Buenos Aires”, comentado y anotado, editorial La Ley, 2005, comentario a los arts. 1 y 395 del CPP).

Concordantemente con ello nuestra doctrina afirma que la garantía de “juicio previo” del que puede válidamente derivar la aplicación de una pena que ponga fin al proceso –art. 18 CN-, hace referencia al dictado de un fallo ya que éste no es otra cosa que el resultado lógico-jurídico que emerge de todo lo ocurrido en el proceso para determinar que es lo que en Derecho corresponde decidir. 

Así se considera que los conceptos de “juicio previo” y de “proceso” en el texto constitucional, corresponde asimilarlos el primero con la sentencia y el segundo (“proceso”) con el citado juicio oral, público, acusatorio y contradictorio (En este sentido: Julio B. J. Maier, Vélez Mariconde, entre muchos otros).


Coincido con quienes manifiestan que las garantías individuales están aseguradas, pues no debe olvidarse que éstas sólo están establecidas a favor del imputado, por lo cual éste está habilitado para renunciarlas a su conveniencia, siempre y cuando la parte interesada no demuestre que en el caso concreto se trata de una práctica extorsiva, toda vez que aquí no habría un acuerdo libre del imputado sino una aceptación pasiva del mal menor.

Respecto de ésta última cuestión considero que los agravios introducidos por el recurrente no permiten tener por acreditados tales extremos, toda vez que el simple hecho de permanecer en prisión domiciliaria sin salida laboral, o de tener que esperar al año 2014 para la celebración del juicio no constituyen hechos relevantes para tener por comprobados los extremos de la existencia de algún vicio en el consentimiento del imputado, ya que éste a través de su defensa técnica cuenta con las herramientas procesales para obtener una revisión de la medida impuesta que no revisten ningún tipo de vinculación con la negociación propia y característica del juicio abreviado. 


A esta altura sorprende el planteo efectuado por la defensa de F., ya que en este tipo de casos cobra relevancia la llamada teoría de la responsabilidad por los actos propios.


La misma viene expresada en los brocardos latinos “Nemo contra Facttum propius venire potest” ó “adversus factus suum quis venire non potest” ó “venire contra Facttum propios Nemo potest” y que es común sintetizarla como que nadie puede ir o volver válidamente sobre o contra sus propios actos. La misma tiene sus orígenes tanto en el derecho alemán, como en la jurisprudencia española y en el derecho inglés cuyo instituto lleva el rótulo de “Estoppel”.


Los presupuestos de la “teoría de los actos propios” se resumen en tres: 1) la conducta inicial, que constituye el “Facttum propium”, consistente en un hecho o hechos que demuetran la toma de posición respecto de determinada situación jurídica; 2) la unidad de situación jurídica, la contradicción debe observarse en el marco de una misma relación o situación jurídica; 3) si el “Facttum propium” y la conducta posterior que lo contradice deben emanar del mismo sujeto jurídica y en relación al mismo sujeto jurídico. Como se ve, en la presente causa se verifican los tres presupuestos antes indicados: el imputado es el mismo, el cual ha prestado su conformidad a la celebración de un juicio abreviado renunciando a la publicidad del juicio oral, como así también a controlar públicamente la prueba producida durante el mismo y a cuestionar también públicamente el fundamento de la acusación fiscal. 


En resumen, la aludida teoría de los actos propios es aquella que vela por la coherencia de la conducta de los intervinientes en el proceso y según la cual las partes, no pueden contradecir sus propios actos anteriores, deliberados, jurídicamente relevantes y plenamente eficaces, tal principio, que nuestro más Alto Tribunal Nacional sostiene desde antiguo, torna inadmisible la pretensión incoada que coloca a la parte en contradicción con su comportamiento jurídico anterior.


La celebración de juicio abreviado debió indicarle al Sr. defensor que si había consentido la calificación y la pena a imponer a su representado y había llevado ese acuerdo al proceso, no podía luego aducir la mentada inconstitucionalidad por no existir un agravio razonable, con lo cual el planteo efectuado –a la luz de la normativa procesal vigente-, resulta groseramente improcedente.


Es por ello que la pretensión deducida por la parte en sus agravios contraviene la teoría de los actos propios, y en virtud de ello debe ser rechazado el presente recurso.


Finalmente, y a mayor abundamiento, debo señalar que coincido con los lineamientos desarrollados por Carrió a favor del juicio abreviado (Conf. Carrió, Alejandro D., “Garantías constitucionales en el proceso penal”, 5ta. edición actualizada y ampliada, 2da. reimpresión, Editorial Hammurabi, 2008, pp. 125 y ss.), quien afirma que según nuestro sistema de garantías constitucionales nada impide que la garantía que consagra la pena sin juicio sea algo renunciable por el imputado, en la medida en que lo haga conscientemente y con total conocimiento de sus consecuencias. 


En este sentido cobra trascendencia la presencia del abogado defensor aconsejándolo y explicándole la magnitud del derecho al que renuncia, se vuelve aquí indispensable. Dentro de este esquema son las partes las que acuerden si el juicio tendrá lugar o no.


Además señala que en nuestro sistema “inquisitivo” donde el sumario es algo así como el “antejuicio” con variadas pruebas a él incorporadas –a pesar de las restricciones al derecho de defensa del imputado- deja al instituto del juicio abreviado en una mucho mejor posición de lo que ocurre, por ejemplo, por el denominado “plea bargaining”, del sistema estadounidense. 

Ello se debe a que en el sistema anglosajón no existe ninguna etapa judicial previa al juicio en la cual se incorporen a un expediente “pruebas” en el sentido en que sí se incorporan a los nuestros. Los sumarios de instrucción, en tal sentido, brindan al menos un sustento mucho mayor para poder determinar cuáles son los hechos del caso, previo a la decisión del tribunal de aceptar o no el acuerdo celebrado entre el fiscal y el imputado. 

En nuestro medio son los jueces quienes retienen la facultad de examinar la calificación de los hechos y pueden a través del sumario tener una apreciable idea de lo ocurrido, eliminando el amplio campo de discrecionalidad con que sí cuentan los fiscales estadounidenses en el marco del plea bargaining. Es esa discrecionalidad sin real poder de control judicial la que permite que el imputado en ese país sienta que si no acepta el ofrecimiento del fiscal, éste estará luego habilitado para acusarlo por un hecho mucho más grave. Es harto evidente que el imputado no debe afrontar este tipo de riesgos en nuestro procedimiento local.

Por todo lo expuesto, voto en consecuencia por la negativa. 


A la misma segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

Adhiero al voto del doctor Kohan en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Voto por la negativa.

A la tercera cuestión planteada el Señor Juez, doctor Kohan, dijo:


Visto el modo en que han quedado resueltas las cuestiones precedentes, estimo que corresponde: 1) Declarar admisible el recurso de Casación interpuesto por el doctor Héctor Aníbal Zamora, a favor de J. C. M. F.; 2) Rechazar el mismo por improcedente, con costas en esta instancia (arts. 16, 18, 28, 33 y 75 inc. 22 de la C.N., 11, 15, 161 inc. 1 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, 395, 396, 371, 401, 421, 450, 451, 454 inc. 1, 530, 531 y ccdtes. del C.P.P.) y 3) Diferir la regulación de honorarios profesionales al letrado interviniente, doctor Héctor Aníbal Zamora, por la labor desplegada en esta sede para una vez regulados en la instancia. Arts. 1, 9, 16, 33 y 51 de la ley Nº 8904.

Así lo voto.
A la misma tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:


Adhiero al voto del doctor Kohan en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Así lo voto.


Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, la Sala Cuarta del Tribunal resuelve: 


I.- Declarar admisible el recurso de Casación interpuesto por el doctor Héctor Aníbal Zamora en favor de J. C. M. F.. 


II.- Rechazar el mismo por improcedente, con costas en esta instancia.


Arts. 16, 18, 28, 33 y 75 inc. 22 de la C.N., 11, 15, 161 inc. 1 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, 395, 396, 371, 401, 421, 450, 451, 454 inc. 1, 530, 531 y ccdtes. del C.P.P.- 


III.- Diferir la regulación de honorarios profesionales al letrado intervinientes, doctor Héctor Aníbal Zamora (Tº 45 Folio 453 C.A.L.P.), por la labor desplegada en esta sede para una vez regulados en la instancia.


Arts. 1, 9, 16, 33 y 51 de la ley Nº 8904. 


Regístrese. Notifíquese. Remítase copia certificada de la presente al tribunal de origen. Oportunamente devuélvase.
FDO.: MARIO EDUARDO KOHAN - CARLOS ANGEL NATIELLO

Ante mi: Olivia Otharán
ANTE MI: 















